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SENTENCIA INTERI,OCUTORIA DEL'TRIBUNAL CONSTN'UCIONAL

Lima. l5 de octübre dc 2018

Rccurso dc agravio constituctonal interpuesto por don Santos Tito Teodoio Peñalva
Portügel conlra la resolución de 8 de setiembre de 2016, de fojas 410, expedida por la
Sala Civil de la Provincia de San Román Juliaca (Cofte Superior dc Justicia dc Puno)
que declaró improccdcntc su dcmanda dc amparo.

FUNI)^l\'IEN.- rOS

Er la scntcncia emilida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
oficial El I'eruano el 29 de agosto de 2014, este'fribun¿l estableció, en el

fundamento 49, con carácter de p¡ecede¡te, que se expedirá sentencia interlocutoria
dcnegatoria, dictada sin más trámitc, cuando sc prcscntc alguno de los siguientes
supuestos, que igualmente están contenidos en el articulo 1l dcl Rcglamcnto
Normativo del'lribun¿l Constitucional:

c)

d)

Carczca dc fundamentación la supuesta wlneración que se invoque.
La cu(-stión de Derecho contenida en el recurco no sea de cspecial trascendencia
co¡stitucional.
La cuestión de De¡ccho invocada conhadiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimato a en casos sustancialmente igualcs.

2. En cl presenle caso, el recurrente solicita la nulidad dct (i) cl acta de entrevista
personal de 27 de octubre de 2015; y (ii) dc su declaración indagato¡ia de 3 de
noviembre de 2015, que fonnan pafe de l¿ Carpeta F'iscal 127-2015 tramitada ante
la Iriscalia Provincial llspecjalizada en Delitos de Tráfico llicito de Drogas Scdc

ales, el recurente alega que sc ha \'ulncrado sü dcrecho al debido
occso, pllcs al Domcnfo de su detención no se le mostró la ordcn dc dctcnción ni

se lc cxplicó cuál fue el motivo dc la misma; simpleme¡tte se le comunicó, dc
manera ge¡é ca, que se encontmba implicado en el dclito de narcotráñco. Ibr
consiguicntc, considcra que ambas diligencias deben se¡ declaradas nulas po(que se
llevaron a cabo sin que previamente sc lc comunique (i) qué es lo que concretamc¡te
se lc atribuyc; y (ii) qué eleme¡tos de convicción estaban cn poder del Ministerio
Prihlico

4. 
^l 

rcspccto, csta Sala Segünda dcl Tribunal Constitucional tiene a bien prcctscr que
dc acuerLlo con el numeral4 del arliculo 7l delNucvo Código Procesal Penal:

ASUN'TO



É'{?á§i+7
\BIz/

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

bliquese y notifiquese

ilililtilililililtlilt
EXP. N.. 05572-20 t 6-PA"/TC
PINO
SANTOS TITO TEODORO PEÑAI,VA
PORTUGAL

,1. Cua¡do cl imputado considcrc quc durantc las Diligencias Preliminares o en la
lnvcstigación Prcparatoria no se ha dado cumplimiento a estas disposiciones, o
quc sus dcrcchos no son rcspetados, I ..l, puede acudir en vía de turela al Jr¡ez de
1¿ InvcrigacióD Prcpamtoria para que subsane Ia omisión o dicte las medidas de
co¡rcoción o dc protccció¡ que corrcspondan. La solicilud dcl imputado se

resolvcrá in¡¡cdiatamcnte. previa constatación de los hechos y rcalización dc un¡
audicncia co¡ intcrvcnción dc las pancs.

5. En cstc scntido, cl rccurso dc agravio constitucio¡al debe ser rechazado porque la
presente demanda ha sido interyuesta de mancra prematura, ya que el recurrente
debió cuestionar tales irregularidades a través de la tutola dc derechos ante el juez de
la invcstigación prcparatoria; sin embargo, de lo actuado no se constata que haya
cumplido con haccrlo.

6. En efecto, el legislador ha habilitado un mecanismo procesal para enmendar la
trasgresión dc los dc¡echos que el recurente habria padecido; por lo tanto, la
procedencia de Ia prcscntc dcmanda se eI1cue¡tra subo¡dinada al agotamiento del
mismo.

7. En conseouencia, cl prcscnte rccuno de agmvio ha incurrido cn la causal de rechazo
prevista en el acápite b) del fundamcnto 49 dc la sentencia emitida en cl Expediente
0098 7-2014-PA/TC y en el inciso b) dol articulo 11 del Reglamento Normativo del
Tribunal CoDstitucio¡al. Po¡ esta r¿zón, corresponde declarar, sin más t¡ámite,
improcedenle el rccurso dc agravio constiucional.

Por cstos fundamentos, el Tdbunal Constitucional, con la autoridad que lc confiere la
Constitución Politica dcl Pen¡, y la paficipación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistmdo Ferero Costa,
Además. se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

ESI-:ELVE

clarar INIPROCEDENTE el recurso dc agravio constitücional, porquc la cüestión
e derecho contenida cn el¡ecu¡so ca¡ccc de cspecialtrascendencia constitucional
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MIRANDA CANALES
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FUNDAMBNTo DE voro DEL MACISTRADo EspINos^-sALD^ñ^
BARRER,\

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesa¡io señalar lo siguiente: . .

Aquí ha quedado plcnamente acreditado que el recürso de agravio consiilucional no

encuentra rcspaldo en el contenido constitucionalmenle protegido de los derechos
invocados por la parte demandante. Siendo así, se verilica que se ha incurrido en la
causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida
en el Expediente 00987-201,1-PA/TC y en el inciso b) del afticulo ll dcl
Rcglamsnto Normativo del l_ribunal Constitucional.

2. Ahora bien, encuentro que la redacción del proyecto no es lo suficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aqui la cuestión de Derecho planteada carece
de especia¡ kascendencia constitucional, conlorme las pautas establecidas por este
Tr¡bunal-

3. En etécto, tal como ha desarrollado esle fribunal Constitucional en reiterada
jurisprudencia, al momento de emitir una scntencia interloculoria, luego de hacer
¡¡ención a las causales de improcedencia Iiminar recogidas en el fundamento 49 de
"Vásquez Romero". corresÉonde referirse en fbrma clara. ordenada y detallada a la
causal específica en la cual habría incurrido el recurso plantcado, así como cumplir
con explicar cuáles son Ios alcanccs de Ia causal utilizada-

4. De este modo, la exposición de las razo¡es por las cuales el recurso incurre en una
causal determinada no solo adquierc mayor claridad, si¡ro lambién se le otorga un
adecuado orden lógico a los argumenros que fundamentan lo resuelto en el caso.
Dichas cualidades son las que se cspera que tenga una decisión tomada por esle
Tribunal, en tanto se trata de un órgano jurisdiccional encargado de una labor lan
relevanle como lo es la tutela de derechos fundamcntalcs.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto po¡ la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto si¡gular, para expresa¡ respetuosamente
que disicnto del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DÉINIIGATORIA, por los fundamerros que a
continuación expongo:

EL'I'RTBUNAL CoNsrrrtrcroNAl coMo coRTE D[ REvrsróN o FALLo y No DE
CASACIóN

La Constitución de 1979 creó el Tribu¡ül de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al T¡ibunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por p mera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ¿7d ¿o., independiente del poder
Judicial. con la tarea de garantizar la suprcmacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantias
Constitucionales era ün órgano de contrcl de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el terdtorio nacional para conocer. en vía de casacíón, de los habeus corpus
y amparos denegados por cl Poder Judicial, Lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para lallar en fo¡ma dellnitiva sobre la causa. Es
decir. no se pronunciaba sobre los hechos invocados como a¡nenaza o lesión a los
Jerechos reconociJos cn I,r ( onstilucion.

3. En ese scntido. la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitncionalcs. vigente en ese momento. estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al enco¡trar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado cn forma errada o ha incur¡ido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la CoÍe Suprema de Justicia de la
Rcpública (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimicnto que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionalcs
mencionados.

4. El modelo de tutela ante alnenazas y vulneración de derechos fue seriamentc
modiñcado en la Conslitución de 1993. En primer iugar, se amplían los
mecanismos de tuteli¡ de dos a cuatro, a sabet, hdbeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cunlplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribu¡ul Constitucional
como órgano de control de la constitr¡cionalidad, aun cuando la Constitución lo
califlca cÍóneamente como "órgano de control dc la Constitución,,. No obstante. en
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EI, DTRECHo A SIR oiDo CoNto MANIFES'TACIóN DE LA DEMOCRATIZACIóN DL LO§
PRoct sos CoNsrrrr cloNALEs DE LA LTBER.I.AD

8. [,a administración de justicia constitucional de la ]ibe¡tad que brinda el l ribunal
Constitucional. desdc su creación, es respetuosa! como coüesponde, del derecho de

materia dc procesos constitucionalcs de la libertad, la Constituciól establece que cl
'lribunal CoNtitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabc señalar que la Constitución Política del Pen¡, en su artículo 202. inciso 2.
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional ',conocer, en úlfima y
definítitd insta cict, las resoltlciofies alenegatorías dictadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas da¡a y acción de cumplimiento,,. Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los de¡echos fundamentales,
exige que el 'l'ribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectu¡a diversa
contravend a mandatos esenciales de la Constitución, como son el priÍcipio dc
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Est¿do (artículo 1), y "la observancia del debido proceso y tutela
juriscliccional. Nitlguna persona puede ser desvíada de la ¡ur¡sd¡ccíón
predeterminada por ld ley, n¡ sofietiJa o proce¡¡micnro d¡s¡¡nto dr lot previamente
establecidos, ni juzgdda por ólganos .iur¡sdicc¡o ales de excepción ni p.tr
comisiones especiales creudas al efecb cualquiera sea su denominoción,,,
consagrada en el aficulo 139. inciso 3.

EXP. N.. 05572-2016,PA/TC
PLINO
SANTOS TITO 1'EODORO PEÑALVA
PORTUGAL

6. Como se advie¡1c, a dil'erencia de lo que acontece en otros paísesj en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tienc lugar por la vía del ceúiorLlri
(Sup¡cma Cone de los Estados Unidos), en el Pc¡ú el poder Constituyente optó por
un órgano supremo de intetpretación de la Constitució¡ captrz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección dc su derecho cn sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusióD es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamenlal, se
debe abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarsc. Pero la apefiu¡a de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
anilisis de lo quc se pretendc. de lo que sc in!oca.

7. Lo constitr¡cional es escucha¡ a la parte como concretización dc su derecho
irenunciable a Ia defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos lundamentales frentc a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

tN[4



ffia\§z
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

I fliilllilililllilil ililil

' Co.t" IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de [oviembre de 2009.
ptutafo 29.
2 Co.te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs
sertencia del21 de junio de 2002, pturafo 146.

defensa i¡herente a toda perso¡a, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oido con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen sus de¡echos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una rcsolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados püeden exponel, de manera escrita )
oral. los argumentos pertinentes, concret¿indosc el principio de inmediación que
debe rcgir en todo proceso constitucional.

EXP. N.o 055 72-20 I 6-PA/TC
PUNO
sANTos rno rEoDoRo PF.ñar.va
PORTUGAL

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potcstad de administrar justicia constiluye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobrc las pelsonas, su ejercicio resulta oonstitucioÍal cuando se
brinda con csticto respcto de los de¡echos inherentes a todo sc¡ huma¡o, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas gamntías.

11. Cabe añadir que la palticipación directa de las partes, en del'ensa de sus intercses.
que sc corcede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contmrio, se decidiría sobre la esfera de inte¡és de
una pe$ona sin pcrmitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el 'l ribunal Constitucional tiene el debcr
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisioncs, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razoncs, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corle Interame cana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defe¡sa "oblíga al Estado a trutar al indiyiduo en todo mouento como
un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no
simplemente como objeto del mbmo,,t , y gt)e ,,para que exista debido proceso legal
es preciso que ufi justiciable pueda hacer valer sus derecht¡s y defender sus
intereses en^forma efectiva y en cnndiciotl¿! de iguatcl.ld procetal con otros
tuti¡tctalrl?f'-
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17. Por lo demás, zatatis m tandis, el prccedente vinculatte contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en orros
lallos, como en cl caso Luis Siínchez Lagomarcino Ramí¡ez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del misrno modo, constituye una reafirmació¡ de la naturaleza
procesal de los procesos constitucio[ales de la libertad (supletoriedad, r,ía previc,
vías paralelas, lilispendcncia, invocación del derecho constitucionai líquido y
cierto, etc. ).

NATURALEZA I,RoclsAL DEL RECURSo DE AGRAylo CoNSTrrucroNAL

13. EI modelo dc "instancia de falio" plasmado en la Constitución no puede ser
desviftuado por el T bunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su rcformador, toda
vcz que como órgano constituido también cstá sometido a la Co¡stitució¡1.

14. Cuando se aplica a ün proccso constilucional de la libe¡tad la de¡ominada
"sentencia interlocutoria", el ¡ccurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
vcrdadera esencia jurídica, ya que cl Tribunal Constitucional no tienc competencia
para "revisar" ni mucho mcnos "recalifica¡" elrecurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código procesal Constitucional, el
'lribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Supcrior del Poder Judicial. Al ]'ribunai lo que 1e corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre cl fondo. Por ende, no le ha sido dada Ia competencia de
rechazar dicho rccurso. sino por el contrario de "conocer,, lo qüe la patte alega
como un agravio que le causa indel'ensión.

EXP. N." 05572,2016-P'TC
PUNO
SANTOS TITO TEODORO PEÑALVA
PORTUGAL

16. Por otro lado. la "sentencia intcrlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fó¡mr as imprccisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
rcquiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especificosj a sabe¡,
identiñcar en quó casos se aplicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
al'ectar, entae otros, el dcrecho fundamental de defensa. en su manii¡stación de ser
oido con las debidas garantías, pues elio daría lugar a decisiones subjetivas y
carentcs de predictibilidad, afectando notablemente a los jüsticiables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

§ila
§É,

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvifiuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia eD sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y rcparfi los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el prcscnte caso se convoque a audiencia para la
vista. lo que ga¡antiza que el Tribu¡al Constitucional, en tanto instaÍcia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escucha¡ a las perconas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucjonal, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacioDal de protección de derechos
humanos.

20. Como ahrmó Raúl I.'cmero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitució11, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".

s

yvw'Nl I


